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LA OBLIGATORIEDAD DE LAS CIRCULARES DE LA PROCURADURIA EN LAS 
ACTUACIONES ADMINISTRATIVAS ESTATALES. 
 
Francisco Eduardo Patio Rojas1 
 
Resumen 
 
La presente investigación evidencia una aproximación teórica al concepto de 
“actuaciones y actos administrativos”, teniendo en cuenta las dimensiones 
doctrinales y jurisprudenciales que se han desarrollado en el ordenamiento jurídico 
colombiano, así mismo, su clasificación histórica y se analiza la injerencia que 
tiene la Procuraduría General de la Nación-PGN en el ejercicio de la función 
pública, teniendo en cuenta sus funciones, los documentos que esta entidad 
gubernamental emite y los alcances que llegan a tener. 
 
Palabras clave: Actuación administrativa, acto administrativo, funciones de la 
PGN. 
 
ABSTRACT 
 
The present investigation evidences a theoretical approach to the concept of 
"administrative acts and acts", taking into account the doctrinal and jurisprudential 
dimensions that have been developed in the Colombian legal system, as well as its 
historical classification, the interference of the Attorney General's Office is 
analyzed. de la Nación-PGN in the exercise of the public function, taking into 
account its functions, the documents that this government entity issues and the 
scope that they have. 
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INTRODUCCIÓN 
 
La presente investigación se realiza con el fin de reflejar un acercamiento a la 
manera como constitucionalmente las autoridades administrativas ajustan el 
adecuado cumplimiento de los fines del Estado y los intereses generales de los 
ciudadanos teniendo en cuenta las relaciones entre estos, así mismo, esboza las 
diferentes fuentes de orden jurídico que las regulan. 
  
De igual forma se analiza el origen, funciones, alcances y diferentes 
documentos emitidos por la Procuraduría General de la Nación en desempeño de 
su papel como veedora de los principios que rigen la relación entre los particulares 
y la administración examinando el impacto que los entes de control consiguen 
dentro de las diferentes actuaciones administrativas. 
 
La investigación se ha desarrollado en cuatro capítulos, en el primero de 
ellos, se establece legitimidad de las actuaciones administrativas, su 
conceptualización según la doctrina y la jurisprudencia teniendo en cuenta sus 
diferentes clasificaciones; en segunda medida se determina lo referente a la 
Procuraduría General de la Nación - PGN, iniciando por una breve reseña 
histórica, sus funciones y los alcances de las mismas; en el tercero, se explora la 
documentación emitida por la PGN, los lineamientos, orientaciones, instrucciones 
o circulares y finalmente se presentan los resultados del estudio y sus respectivas 
conclusiones.  
 
 
 
 
 
 LA OBLIGATORIEDAD DE LAS CIRCULARES DE LA PROCURADURIA EN LAS 
ACTUACIONES ADMINISTRATIVAS ESTATALES. 
 
 
Teniendo en cuenta que el procedimiento administrativo en Colombia lo podemos 
resumir en cuatro momentos esenciales, el primero son actuaciones 
administrativas que son los supuestos previos al acto administrativo, es decir lo 
que motiva que se produzca la decisión, en segundo lugar el acto administrativo 
como tal, que es la dictamen que precisa y resuelve el problema jurídico resolver, 
a continuación se realiza la actividad por la cual se informa a los interesados el 
contenido de los actos, y finalmente, conservando el debido proceso, el derecho 
de contradicción y a la legitima defensa, se da la oportunidad de impugnar la 
decisión ante la misma instancia que lo emitió o ante un superior jerárquico 
llamado recurso.  
 
Al respecto la Corte Constitucional (2002) manifiesta: 
 
“Las actuaciones administrativas constituyen la etapa del procedimiento 
administrativo que antecede al acto administrativo. Posteriormente a esta etapa 
viene la comunicación, publicación o notificación de tal acto y luego el trámite de los 
recursos, llamado también vía gubernativa. Las actuaciones administrativas vinieron 
a ser reguladas por primera vez en el C.C.A., ante la necesidad sentida de 
establecer unas normas que se refirieran a la actividad de la Administración previa 
al acto administrativo” 
 
 
De las actuaciones y los actos administrativos 
 
De tal forma que las actuaciones administrativas son el primer peldaño del 
procedimiento administrativo y están dadas por los hechos ejecutados en 
cumplimiento de la función administrativa, así mismo, constitucionalmente las 
actuaciones administrativas se pueden definir como el mecanismo por medio del 
cual las autoridades administrativas regulan el adecuado cumplimiento de los fines 
 del Estado fundamentadas en los principios de igualdad, moralidad, eficacia, 
economía, celeridad, imparcialidad y publicidad, mediante la descentralización, la 
delegación y la desconcentración de funciones y teniendo en cuenta que están al 
servicio de los intereses generales. 
 
Es importante resaltar que absolutamente todas las actuaciones 
administrativas están sujetas a los principios anteriormente mencionados y al 
debido proceso, siendo este el mecanismo de los administrados que otorga la 
garantía del amparo, para que durante la actuación administrativa no se vulneren 
sus derechos y se empleen diligentemente las normas, como lo sostiene la Corte 
Constitucional, “es el conjunto de garantías previstas en el ordenamiento jurídico, 
a través de las cuales se busca la protección del individuo incurso en una 
actuación judicial o administrativa, para que durante su trámite se respeten sus 
derechos y se logre la aplicación correcta de la justicia” (Sentencia C-341 de 
2014). 
 
Así mismo la Corte Constitucional, aunado a la aplicación de las 
disposiciones que regulan las actuaciones y procedimientos administrativos y de 
los principios, busca que se garantice “(i) el acceso a procesos justos y 
adecuados; (ii) el principio de legalidad y las formas administrativas previamente 
establecidas; (iii) los principios de contradicción e imparcialidad; y (iv) los derechos 
fundamentales de los asociados” (Sentencia C-089 de 2011).  
 
En este sentido, el artículo segundo del antiguo Código contencioso 
administrativo definía que “la actuación administrativa tiene por objeto el 
cumplimiento de los cometidos estatales como lo señalan las leyes, la adecuada 
prestación de los servicios públicos y la efectividad de los derechos e intereses de 
los administrados, reconocidos por la ley”. 
 
De la misma forma se definió la clasificación de las actuaciones 
administrativas dimensionadas por el por quienes ejercen el derecho en 
 concordancia con el artículo cuarto del nuevo Código de Procedimiento 
Administrativo y de lo Contencioso Administrativo: “por quienes ejerciten el 
derecho de petición, en interés general; por quienes ejerciten el derecho de 
petición, en interés particular; por quienes obren en cumplimiento de una 
obligación o deber legal y por las autoridades, oficiosamente”. 
 
Igualmente el Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 
Administrativo a la luz del procedimiento administrativo común y principal de 
acuerdo a lo establecido en su Título III, establece los siguientes elementos 
fundamentales para el trámite de las actuaciones:  
 
i) alcance, ii) trámite de la actuación y las audiencias, iii) deber de informar la 
iniciación de la actuación al interesado, iv) formación, examen y acumulación de 
expedientes, v) trámite de conflictos de competencia, vi) deber de comunicar las 
actuaciones administrativas a terceros, vii) requisitos para la intervención de 
terceros, viii) aportación, solicitud y práctica de pruebas, ix) corrección de 
irregularidades en la actuación, x) contenido de las decisiones, xi) actos definitivos, 
xii) decisiones discrecionales y, xiii) corrección de errores formales.  
  
Por otro lado iniciando el estudio de la tesis general del Acto Administrativo, 
se observa que tiene como fundamento las actividades, gestiones y 
determinaciones escritas, verbales, gestuales de la Administración del Estatal y la 
de los particulares que por excepción cumplen funciones administrativas en una 
cualquiera de las tres ramas del poder público, es así como el acto administrativo 
por regla, generalmente lo emiten los funcionarios administrativos del Estado, a 
nivel nacional, departamental, distrital, municipal y corregimental, y 
excepcionalmente, otros entes del Estado como la Contraloría y la Procuraduría, la 
Registraduría, Defensoría del Pueblo así mismo la rama legislativa y la judicial y 
algunas personas particulares cuando ejercen funciones públicas, como las 
Cámaras de Comercio, las Federaciones, Institutos y otros entes 
gubernamentales. 
 
 Históricamente en Colombia el primer Código Contencioso Administrativo 
colombiano data de la Ley 167 de 1941, en donde no se definía expresamente el 
concepto de acto administrativo, sino que por el contrario se seguían ciertas 
teorías que expresaban el origen de los actos que ejercían las autoridades 
administrativas, Posteriormente con el decreto 01 de 1984, se esbozó que no 
existe un sólo criterio para calificar al acto administrativo y se enfocó en varias 
teorías que se apoyaban en las función, ámbito territorial, control jurisdiccional, 
contenido de la decisión o incluso en la forma en que se manifestaba, es así como 
el artículo 83, definía el acto administrativo como “las conductas y abstenciones 
capaces de producir efectos jurídicos, y en cuya realización influyen de modo 
directo e inmediato la voluntad o la inteligencia”. 
 
Dentro de este mismo Decreto se manejaron cuatro teorías principales que 
definían el acto administrativo: la formal, para la cual era la serie de gestiones y 
etapas dirigidas a la formación del acto, la participación de los sujetos en la origen 
o toma de la decisión, así como la articulación de dichos pasos, las actividades de 
los individuos en el proceso de expedición del acto y la forma normativa y rama del 
poder público que expide el acto jurídico; la material, en la cual se manifiesta que 
los actos y funciones administrativas se consideran según su naturaleza jurídica 
interna, según el contenido del acto, es decir si es general o particular; la 
funcional, acto que es objeto del control y revisión judicial por parte de la 
jurisdicción contencioso-administrativa y no lo será, aquél que el mismo 
ordenamiento jurídico o el C.C.A., expresamente diga que no lo es; y de la 
jerarquía normativa, que encierra el acto administrativo en una serie de grados: a) 
Representado por la Norma Abstracta y general que es la misma Constitución, 
representado por la Constitución Política de 1991; b) Representado por La Norma 
General que es la ley, representado por las leyes del Congreso y los decretos-
leyes o actos con fuerza y rango de ley, expedidos por el Presidente de la 
República en virtud de su calidad de “legislador extraordinario” en el ámbito 
colombiano; c) La Norma concreta o el Reglamento representado por los actos 
administrativos generales o abstractos emitidos por todos los funcionarios y 
 autoridades del estado, en las condiciones y predicamentos del artículo 1 del 
C.C.A; y, d) Norma individualizada que es la decisión jurídica y el contrato como 
origen de una norma para las partes, representado por los actos administrativos 
subjetivos, expedido en las condiciones y predicamentos del artículo 1 del C.C.A. 
 
Por otra parte el Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, 
sección primera, en Auto de Sala unitaria, proferido dentro del expediente radicado 
No 3195 en fecha 24 de febrero de 1995, C.P. Dr. Libardo Rodríguez Rodríguez , 
tratándose del acto administrativo, precisó sobre su concepto: 
 
(…) 
según el concepto doctrinal y jurisprudencial tradicionalmente reconocido, se 
entiende por acto administrativo la expresion de voluntad de una autoridad o de un 
particular en ejercicio de sus funciones administrativas, que modifique el 
ordenamiento jurídico, es decir, que por sí misma cree, extinga o modifique, extinga 
o modifique una situación jurídica 
(…) 
 
Es así como el acto administrativo definido como la expresión de las 
autoridades estatales que se origina con el fin de conducir legalmente los 
derechos de los ciudadanos bajo la normatividad vigente como lo expresa la Corte 
Constitucional:  
 
… es la manifestación de la voluntad de la administración, tendiente a producir 
efectos jurídicos ya sea creando, modificando o extinguiendo derechos para los 
administrados o en contra de éstos, tiene como presupuestos esenciales su sujeción 
al orden jurídico y el respeto por las garantías y derechos de los administrados 
(Sentencia C-1436 de 2000) 
 
 
Y de la misma forma lo define como la manera o la forma en que se 
manifiesta usualmente la gestión de la administración, con el fin de efectuar 
intervenciones en las actividades de los particulares, que autoriza el derecho 
objetivo en observancia de los fines que le son propios. 
 
 Por su parte en la obra Derecho Administrativo General y Colombiano 
(Rodríguez, P.354), al explicar el criterio orgánico o formal dentro de la teoría 
general del acto, manifiesta que los Actos Administrativos son aquellos que se 
expiden teniendo en cuenta la forma de presentación propia de los mismos, como 
los decretos, resoluciones, ordenanzas o acuerdos. 
 
En este sentido el Consejo de Estado en la Sentencia número 25000-23-41-
000-2012-00338-01 del 31 de julio de 2015 lo define como “La manera en que la 
administración manifiesta unilateralmente su voluntad provocando efectos jurídicos 
que crean, modifica o extinguen situaciones de los afectados”. 
 
Existe una clasificación según el momento de proveer los actos 
administrativos, actos definitivos, cuales culminan la actuación administrativa, 
deciden directa o indirectamente de fondo el asunto y producen efectos jurídicos 
definitivos y los actos de trámite, que encierran comprenden decisiones 
administrativas esenciales para la conformación del acto definitivo, pero por sí 
mismos no concluyen la actuación administrativa, a no ser que, la decisión que se 
adopte en estos detenga la actuación, en este caso se convierte en un acto 
administrativo definitivo porque finaliza el proceso  administrativo, por ejemplo, en 
contratación estatal el acto administrativo de conformación del comité evaluador 
de la propuestas en un proceso de selección abreviada de mínima cuantía es un 
acto de trámite, mientras que la resolución de adjudicación es un acto definitivo. 
 
 Otra clasificación los precisa como particulares, también llamados actos 
regla, reglamentos o actos reglamentarios que no se relacionan con alguna 
persona o cosa determinada por el contrario modifican o extinguen una situación 
jurídica general, los segundos son los que tienen como destino final a las personas 
o cosas individuales y crean, modifican, extinguen o afectan situaciones jurídicas 
personales, o concretas. 
 
 
 De las funciones constitucionales de la Procuraduría General de la Nación 
 
La Procuraduría General de la Nación es la Entidad que representa a los 
ciudadanos ante el Estado. Es el máximo organismo del Ministerio Público, 
conformado además por la Defensoría del Pueblo y las personerías. 
 
La Procuraduría posee autonomía administrativa, financiera y presupuestal 
en los términos definidos por el Estatuto Orgánico del Presupuesto Nacional. Una 
de sus obligaciones es velar por el correcto ejercicio de las funciones 
encomendadas en la Constitución y la Ley a servidores públicos y lo hace a través 
de sus tres funciones misionales principales: 
 
La creación del Ministerio Publico data de la Constitución de 1830, en la 
Carta Fundamental de la República de Colombia, Venezuela y Ecuador, al inicio la 
ejerció el Procurador General de la Nación, como agente del poder ejecutivo, con 
atribuciones para defender a la Nación ante los tribunales y juzgados, velar por la 
observancia de las Leyes y promover ante cualquier autoridad civil, militar y 
eclesiástica los intereses nacionales y el orden público —artículo 100 de la 
Constitución de 1830.  
 
El Ministerio Público se definió en la primera Ley orgánica, como un 
conjunto de funcionarios encargados de promover la ejecución y cumplimiento de 
las Leyes, disposiciones del gobierno y sentencias de los tribunales; también 
vigilaba la conducta oficial de los funcionarios públicos y perseguía los delitos, lo 
conformaban el Procurador General, los Procuradores Generales de los 
Departamentos, los Procuradores de Provincia, los Síndicos Personeros y los 
agentes de Policía. 
 
Entre 1832 a 1853 el ministerio público desapareció y volvió a aparecer con 
la Constitución Política de la Nueva Granada de 1853, el Procurador era de 
elección popular y mantenía su fuero de juzgamiento ante el Senado y la Corte 
 Suprema de Justicia. En el primero, por responsabilidad política; en la segunda, 
por delitos comunes, en 1858, las funciones del Procurador eran defender los 
intereses del Estado; vigilar a los funcionarios públicos en general las de acusar a 
los altos funcionarios del Estado ante el Senado; entre otras, posteriormente con 
la Constitución de 1886, se estableció el principio de que el Ministerio Público 
sería ejercido, bajo la suprema dirección del Gobierno, por un Procurador General 
de la Nación, por los fiscales de los tribunales superiores de distrito y por los 
demás fiscales y funcionarios que determinara la Ley.  
 
En 1936, se reestructuró la Procuraduría General de la Nación; se le dio 
entonces una importancia mayor de la que venía teniendo y se la dotó de más 
dependencias administrativas, con las reformas constitucionales de 1945 y 1947 
fueron un verdadero avance para la jerarquía institucional del Procurador y de los 
fiscales, porque se dispuso que los agentes del Ministerio Público tuvieran la 
misma categoría, remuneración, privilegios y prestaciones que los magistrados y 
jueces ante quienes ejercieran el cargo. Y se adoptó que el Procurador lo escogía 
la Cámara de Representantes de una terna elaborada por el presidente En 1953, 
se reorganizó la Procuraduría, se le dio gran importancia a la vigilancia 
administrativa, ya para 1964, se llevó a cabo otra reforma importante, que 
consistió en la creación de los procuradores de distrito, y los fiscales instructores 
en 1971, se configuró una nueva planta de personal en la Procuraduría General de 
la Nación. 
 
En el año de 1991 nueva Constitución Política Colombiana define de 
manera inequívoca el nuevo carácter del Ministerio Público: órgano autónomo 
frente a las demás ramas del Estado; y asigna al Procurador General de la Nación 
su suprema dirección en su artículo 275, así mismo, se vincula a los personeros 
municipales al organigrama del Ministerio Público; y se crea, como parte 
integrante del mismo, un nuevo órgano, la Defensoría del Pueblo, institución 
tutelar de los derechos humanos. 
 
 De igual forma la Constitución de 1991 en su artículo 277 señala 
expresamente las funciones de Procuraduría General de la Nación: 
“1. Vigilar el cumplimiento de la Constitución, las leyes, las decisiones 
judiciales y los actos administrativos. 
2. Proteger los derechos humanos y asegurar su efectividad, con el auxilio 
del Defensor del Pueblo. 
3. Defender los intereses de la sociedad. 
4. Defender los intereses colectivos, en especial el ambiente. 
5. Velar por el ejercicio diligente y eficiente de las funciones administrativas. 
6. Ejercer vigilancia superior de la conducta oficial de quienes desempeñen 
funciones públicas, inclusive las de elección popular; ejercer preferentemente 
el poder disciplinario; adelantar las investigaciones correspondientes, e 
imponer las respectivas sanciones conforme a la Ley. 
7. Intervenir en los procesos y ante las autoridades judiciales o 
administrativas, cuando sea necesario en defensa del orden jurídico, del 
patrimonio público, o de los derechos y garantías fundamentales. 
8. Rendir anualmente informe de su gestión al Congreso. 
9. Exigir a los funcionarios públicos y a los particulares la información que 
considere necesaria. 
10. Las demás que determine la ley. 
Para el cumplimiento de sus funciones la Procuraduría tendrá atribuciones de 
policía judicial, y podrá interponer las acciones que considere necesarias.” 
 
También se considera que el Ministerio publico ejerce una función 
preventiva que se considera como la principal responsabilidad de la Procuraduría 
que está enfocada en “prevenir antes que sancionar”, vigilar el actuar de los 
servidores públicos y advertir cualquier hecho que pueda ser violatorio de las 
normas vigentes, sin que ello implique coadministración o intromisión en la gestión 
de las entidades estatales y una función de intervención, encaminada a intervenir 
ante las jurisdicciones Contencioso Administrativa, Constitucional y ante las 
diferentes instancias de las jurisdicciones penal, penal militar, civil, ambiental y 
 agraria, de familia, laboral, ante el Consejo Superior de la Judicatura y las 
autoridades administrativas y de policía. Su facultad de intervención no es 
facultativa sino imperativa y se desarrolla de forma selectiva cuando el Procurador 
General de la Nación lo considere necesario y cobra trascendencia siempre que 
se desarrolle en defensa de los derechos y las garantías fundamentales. 
 
Y finalmente una función disciplinaria, que se encarga de iniciar, adelantar y 
fallar las investigaciones que por faltas disciplinarias se adelanten contra los 
servidores públicos y contra los particulares que ejercen funciones públicas o 
manejan dineros del Estado, de conformidad con lo establecido en el Código 
Único Disciplinario o Ley 734 de 2002. 
 
En cuanto a los alcances que se le pueden dar a las funciones de la 
Procuraduría General de la Nación y teniendo en cuenta el numeral 7 del artículo 
277 de la Constitución Política, en el análisis considerativo en sentencia del 
Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera del 
diecisiete (17) de septiembre de dos mil catorce 2014, referencio que en sentencia 
del 7 de abril de 2011, se indicó: 
 
Todo lo anterior conduce a que, cuando el Ministerio Público actúa, no como parte 
en sentido material, sino como sujeto procesal interviniente por virtud de la ley, no 
pueda hacer uso indiscriminado de los instrumentos procesales con miras a obtener 
la protección de los derechos individuales de las partes en contienda [en sentido 
material] de los cuales son titulares exclusivamente éstas, porque ello implicaría que 
asumiera la posición de coadyuvante en el proceso para defender un interés 
individual con miras a “sostener las razones de un derecho ajeno” lo cual, de 
contera, los ubicaría en un plano de desigualdad. 
 
Así mismo, en lo que tiene que ver con el Sistema Penal Acusatorio se ha 
detectado que al permitírsele una amplia participación procesal al Ministerio 
Publico, esté supliendo o atribuyéndose las funciones de los jueces de garantías y 
de conocimiento, porque está despojado de todo poder de decisión y 
adicionalmente porque carece de funciones jurisdiccionales, particularidades de 
los servidores judiciales, en lo relacionado a la Ley 906 de 2004. 
 Lineamientos, orientaciones, instructivos y circulares emitidas por la 
Procuraduría 
 
En referencia a los lineamientos y orientaciones emanados de la Procuraduría 
General de la Nación se definen como los direccionamientos promulgados por 
esta entidad que buscan desarrollar la vigilancia que ejerce, sobre las instituciones 
estatales o los particulares que ejecuten funciones públicas, encaminada a 
impulsar el cumplimiento de la Constitución y la ley, así como la eventual sanción 
disciplinaria a los responsables, y hacen parte de las directivas, circulares y 
resoluciones que la PGN emite por si sola o en conjunto con otros entes estatales. 
 
Estos lineamientos y orientaciones contenidos en las directivas, circulares y 
resoluciones son el mecanismo que utiliza la Procuraduría General de la Nación 
para ejercer su función preventiva y evitar que las entidades oficiales incurran en 
errores de procedimiento, de gestión, entre otros, que pueden originar una 
evidente decisión ilícita, prohibida y en contra de la Constitución o la Ley. 
 
El alcance que tienen estas herramientas que utiliza la PGN se puede 
definir como de carácter obligatorio ya que resulta de la normatividad vigente y de 
las normas constitucionales, así como de la correspondiente jurisprudencia.  
 
Por otro lado los instructivos son documentos que buscan impartir las 
disposiciones que deben seguir los Procuradores Regionales, Distritales, 
Provinciales, Personeros Distritales y Municipales en un asunto determinado en 
concordancia con la Constitución y la normatividad vigente. Estos son de 
obligatorio cumplimiento para los servidores del Ministerio público sopena de 
sanciones. 
 
 
 
 
 Fuerza vinculante de las directivas y circulares emitidas por la Procuraduría 
General de la Nación. 
 
Es evidente que la función de advertencia o preventiva que ejerce 
constitucionalmente la Procuraduría General de la Nación busca lograr sus 
objetivos institucionales pero en algunas ocasiones se evidencia una indebida 
injerencia en las decisiones administrativas que debe tomar la administración 
pública con entera libertad, independientemente de su carácter irregular o erróneo. 
 
Históricamente se demuestra que las funciones de la Procuraduría General 
de la Nación han ido transformándose en efectuar recomendaciones y controles 
previos a su función y se inicia legítimamente cuando la Administración culmina la 
suya, esto es, cuando ha adoptado ya sus decisiones, de acuerdo a sus 
competencias. 
 
Y aunque esta oportunidad que tiene la Procuraduría General de la Nación 
de recomendar por medio de directivas y circulares se podría entender como la 
posibilidad de garantizar que las decisiones administrativas no sean disfuncionales 
mediante una función de advertencia, es indudable que los entes administrativos 
lo consideran una intervención en el normal desarrollo de la función pública. 
 
Por otro lado la oportunidad y el modo en que debe ejercitarse la función de 
advertencia está dada por las actuaciones que este órgano de control determina, 
siendo una acción subjetiva y encaminada a intervenir previamente en las 
actuaciones de la administración, amparándose en la potestad que se le asigna al 
Procurador General de la Nación mediante el artículo 7 del decreto Ley 262 de 
2000, facultad desarrollada en la Resolución 524 del 09 de diciembre de 2011 que 
expresa: 
Artículo 5o. Expedición de Directivas. Se expedirán mediante Directiva los 
actos que determinen, dirijan establezcan lineamientos o directrices que orienten las 
actuaciones de la Procuraduría en sus diferentes niveles o que fijen posiciones 
institucionales en temas de competencia de la Entidad. 
  
Artículo 6o. Expedición de Circulares. Se expedirán mediante Circular los 
actos de información de interés general cuyo contenido sea importante 
trascendente para el cumplimiento de la misión institucional o las funciones de 
la entidad.  
Sin tener en cuenta, en ocasiones, la interpretación y análisis subjetivo que 
se le puede dar de primera instancia a una Norma o como lo afirma Dueñas (2015) 
hermenéutica de primer orden: “es la interpretación meditada hecha a los textos, 
especialmente a los escritos”, que para el caso lo realiza la Procuraduría General 
de la Nación con el fin de emitir las directivas y circulares, y la hermenéutica de 
segundo orden que “es la interpretación de la interpretación, o mejor, la correcta 
comprensión de la primera interpretación”, que la realizan quienes emiten 
documentos dentro de su función administrativa. 
 
Adicionalmente los vacíos jurídicos que puedan existir en estas normas, y 
las circunstancias únicas que se puedan presentar en las actuaciones 
administrativas. 
 
CONCLUSIONES 
 
Dentro del marco constitucional colombiano se observa que existen entidades que 
buscan fiscalizar de manera efectiva el desarrollo de la función pública, de igual 
forma estas entidades ejercen una labor preventiva previa, con respecto a las 
actividades sometidas a la inspección, vigilancia y control de las actuaciones 
estatales.  
 
Es así como la Procuraduría General de la Nación ejerce un control sobre 
las entidades estatales que desempeñan actividades administrativas con el fin de 
garantizar el normal desarrollo de la función pública y la debida observación e 
inspección a las posibles irregularidades que se cometan en busca del bien de la 
ciudadanía en general o de particulares. 
 
 En este sentido la Procuraduría General de la Nación emite documentos 
como directivas y circulares, que contienen una serie de sugerencias e 
indicaciones para que las entidades estatales las acaten con el fin de  ejercer una 
función que se anticipe a la ejercicio estatal como es el caso de las actuaciones 
administrativas, pero en este instante, se puede llegar a concluir que la 
Procuraduría General de la Nación puede incurrir en una coadministración o 
injerencia inadecuada ya que el carácter de autonomía funcional y orgánica 
conforme a sus respectivas competencias, debe ser analizado frente a los 
inconvenientes que su función de control puede ocasionar. 
 
La indiscutible intervención de la Procuraduría General de la Nación en la 
toma de las decisiones administrativas de las entidades sometidas a control 
evidencia el hecho de una posible coadministración, ya que este mismo ente es 
quien controla y fiscaliza esta delimitación y condicionamiento a la autonomía de 
las actuaciones de la administración no se debería realizar, ni materializar en el 
ejercicio de la función de “Velar por el ejercicio diligente y eficiente de las 
funciones administrativas” como lo describe el numeral 5 del artículo 277 de la 
carta magna. 
 
En este sentido, se considera que dicha influencia en las decisiones 
administrativas entorpecen el normal desenvolvimiento de la Administración y 
compromete la necesaria independencia y autonomía del ente fiscalizador, ya que 
debe ser un control posterior y selectivo, de igual forma se deben salvaguardar las 
libertades y los criterios del mismo. 
 
Como ejemplo de lo anterior el Procurador General de la Nación y el 
Superintendente de Industria y Comercio emitieron la Circular conjunta  598 del 03 
de octubre de 2005 con el fin de dar a conocer a los Alcaldes Distritales y 
Municipales las orientaciones para el cumplimiento de normas referentes a las 
competencias de los alcaldes relacionadas con la protección al consumidor cuyo 
objetivo era: 
  
“La Procuraduría General de la Nación y la Superintendencia de Industria y 
Comercio, conscientes de la necesidad que les asiste en su propósito de 
contribuir con la adecuada protección a los derechos del consumidor, por 
cuanto día a día se han incrementado las actividades que conllevan 
adquisición, utilización o disfrute de un bien o la prestación de un servicio 
determinado, para la satisfacción de sus necesidades, han preparado la 
presente circular con los lineamientos legales y orientaciones que permitirán 
a los alcaldes distritales y municipales, definir el ámbito de competencia bajo 
el cual deben actuar, con el objeto de proteger los derechos de los 
consumidores.” 
 
Lo cual demuestra que estos entes gubernamentales ocasionalmente 
actúan como coadministradores, para este caso, de las decisiones que deben 
tomar o definir los alcaldes a nivel nacional y los parámetros bajo los cuales deben 
proceder, lo que conllevaría a una evidente injerencia en el normal desarrollo de la 
función administrativa. 
 
De la misma forma en la Directiva 002 del 02 de marzo de 2018 dirigida 
servidores públicos y particulares que ejerzan transitoriamente funciones públicas 
sobre la Política Nacional de Cambio Climático la cual en su parte resolutiva 
dispone:  
 
“PRIMERO: Exhortar1 a todos los servidores públicos, para que cumplan y 
hagan cumplir la Política Nacional de Cambio Climático, así como las 
normas, procesos, recursos, planes estrategias, instrumentos y mecanismos 
para coordinar y articular las acciones y medidas de reducción de gases de 
efecto invernadero (GEI) contenidas en el Sistema Nacional de Cambio 
Climático. 
 
                                                 
1
  1. tr. Incitar a alguien con palabras a que haga o deje de hacer algo. 
 SEGUNDO: Instar1 a los servidores públicos para que en el marco de sus 
competencias, cumplan con las estrategias nacionales de cambio climático, 
las cuales están integradas por: (i) la Estrategia Colombiana de desarrollo 
bajo en carbono (ECDBC), (ii) el Plan Nacional de Adaptación al Cambio 
Climático (PNACC), (iii) la Estrategia Nacional para la Reducción de 
Emisiones causadas por Deforestación y Degradación Forestal (ENREDD+); 
(iv) el Plan Nacional de Gestión de Riesgo de Desastres; y, (v) la Estrategia 
de protección financiera frente a desastres y la estrategia nacional de 
financiamiento climático” 
(Subrayado y negrilla fuera de texto) 
 
Es así como se establece que la trascendente facultad de la formulación de 
advertencias de la Procuraduría General de la Nación para incidir en las 
decisiones en materia de gestión de las entidades sometidas a inspección debe 
reglamentarse de manera efectiva con el fin de no desdibujar las competencias del 
órgano de control y evitar que se origine una eminente coadministración en el 
marco de las actuaciones administrativas estatales.  
 
Finalmente en este sentido la Honorable Corte Constitucional en Sentencia 
C-103/15 resuelve: 
“Declarar INEXEQUIBLE el numeral 7º del artículo 5º del Decreto 267 de 
2000,  “Por el cual se dictan normas sobre organización y funcionamiento de 
la Contraloría General de la República, se establece su estructura orgánica, 
se fijan las funciones de sus dependencias y se dictan otras disposiciones”.” 
 
En atención de la demanda de inconstitucionalidad relacionada con el 
sistema de control fiscal previo que ejercía la Contraloría el cual se encaminaba a 
una indiscutible coadministración ante las entidades sometidas a control, situación 
similar a la ejercida por la Procuraduría General de la Nación. 
                                                 
1
  1. tr. Repetir la súplica o petición, insistir en ella con ahínco. 
   2. tr. En la antigua escuela, impugnar la solución dada al argumento. 
   3. intr. Apretar o urgir la pronta ejecución de algo. 
  
REFERENCIAS BIBLIOGRÁFICAS 
 
 
Colombia. Asamblea Nacional Constituyente. (1991). Constitución Política de 
Colombia de 1991, Articulo 277 (Titulo X). Legis Editores S.A., Vigésima 
Séptima Edición. Bogotá, D.C. 2012. 
 
Colombia. Congreso de la República. (1984). Decreto 01 (02 de enero). Por el cual 
se reforma el Código Contencioso Administrativo. 
 
Colombia. Congreso de la República. (2011). Ley 1437 (18 de enero). Por la cual 
se expide el Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 
Administrativo. 
 
Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, (17 de septiembre de 
2014). Sentencia número 08001-23-31-000-2008-00557-01(44541)A. 
Consejero Ponente Enrique Gil Botero. 
 
Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, (31 de julio de 2015). 
Sentencia número 25000-23-41-000-2012-00338-01. Consejero Ponente 
Libardo Rodriguez Rodriguez. 
 
Corte Constitucional, (16 de febrero 2011). Sentencia C-089. Magistrado Ponente 
Luís Ernesto Vargas Silva. 
 
Corte Constitucional, (4 de junio de 2014). Sentencia C-341. Magistrado Ponente 
Mauricio González Cuervo. 
 
Corte Constitucional, (4 de junio de 2014). Sentencia C-341. Magistrado Ponente 
Mauricio González Cuervo. 
  
Corte Constitucional, (11 de marzo de 2015). Sentencia C-103. Magistrado 
Ponente MARÍA Victoria Calle Correa. 
 
Dueñas, O. (2015). Lecciones de hermenéutica jurídica. Bogotá D.C., Colombia: 
Editorial Universidad del Rosario. 
 
Procuraduría General de la Nación, Directiva 002 del 02 de marzo de 2018. 
Recuperada de: 
https://www.procuraduria.gov.co/relatoria/media/file/Directiva%20002%20de
%202018%20.pdf 
 
Procuraduría General de la Nación, Superintendencia de Industria y Comercio. 
Circular conjunta  598 del 03 de octubre de 2005. Recuperada de: 
https://www.procuraduria.gov.co/portal/media/file/modulo_calidad//598_circul
ar%20conjunta%20%2003%20oct.05.pdf 
 
Rodríguez, L., Derecho Administrativo General y Colombiano, Temis, 2013, 
Bogotá D.C. 
